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Bolivia.  Defensa colectiva de  
los derechos socio-ambientales

Elizabeth López
CEPA - Bolivia

La región de Challapata

El Municipio de Challapata está ubicado 
en la Provincia Avaroa del Dpto. de Oruro 
- Bolivia.  Con una población aproximada de 
18 mil habitantes, su principal actividad eco-
nómica es la producción agrícola y pecua-
ria.  Las características de su ecosistema y 
su elevada producción agropecuaria le han 
servido para ser reconocido como parte del 
triángulo lechero del Altiplano Central.

La producción agropecuaria en la zona ha 
sido posible por la administración y gestión 
de la Represa de Tacagua, que beneficia 
directamente a 1.200 familias.  La represa 
fue construida en 1957 y tiene una capaci-
dad de almacenaje de 45 millones de litros 
de agua, con los que se irrigan alrededor de 
7.000 hectáreas, a través de varios canales 
de distribución.  En definitiva, la presencia 
de la represa ha permitido desarrollar en la 
zona una próspera industria lechera, que en 
los últimos años ha incursionado en la ela-
boración de derivados.

Por todas estas razones, en 2003, el go-
bierno central declaró a la zona de Challa-
pata, como “Región industrial lechera del 
occidente boliviano”, y en 2004 se declaró a 
toda la Provincia Avaroa como “Zona gana-
dera del occidente boliviano”.

Minería y agricultura

En 1994 la empresa canadiense Orvana, 
en riesgo compartido con una empresa boli-
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viana, pretendió realizar explotación minera 
en la zona.  Tras instalar el campamento, 
se intentó convencer a la población con una 
agresiva campaña propagandística que in-
cluía el uso de diversos elementos cultura-
les de la zona; a pesar de ello, y luego de 
una serie de movilizaciones y de la toma de 
conciencia de la población, se logró parali-
zar el ingreso de esta minera a la región.

Casi doce años más tarde, por el alza del 
precio del oro, en 2006, nuevamente otra 
empresa minera pretendió ingresar en la 
zona.  Se trató de la canadiense, Castillian 
Resources Bolivia S.A, dueña de la deno-
minada mina Achachucani (que en idioma 
local significa “viejo de la vara de oro”).  
Ante este nuevo intento la respuesta de las 
comunidades volvió a ser contundente con 
varias movilizaciones, bloqueos, marchas y 
tomas pacíficas de las instalaciones mine-
ras; así consiguieron postergar el inicio de 
las operaciones mineras y el compromiso 
del gobierno de velar por la seguridad de la 
región y la actividad agropecuaria.

Las principales razones de oposición de 
la población, tienen que ver con el recurso 
agua.  La empresa usaría grandes volúme-
nes de agua, produciría la emanación de 
enormes cantidades de polvos y gases, y 
utilizaría diversos químicos y reactivos; todo 
esto alteraría directamente el ecosistema 
circundante y su medio de vida.

En 2007, los comunarios lograron que a 

través de la resolución del gobierno local 
(Prefectura) Nº 205/07, del 23 de mayo, se 
instruyera el retiro de la empresa de la zona 
por no contar con la Licencia Social corres-
pondiente.  Ante esta resolución la empresa 
respondió con un Recurso de Revocatoria.  
La presión de las comunidades continúa y el 
ingreso de la minera sigue en espera.

La resistencia en la adversidad

Challapata es sólo un ejemplo del proce-
so de resistencia iniciado en varias regiones 
mineras de Oruro y del país contra el sa-
queo de los recursos naturales, el empobre-
cimiento de las regiones y la degradación 
ambiental.  Decimos “en la adversidad”, 
porque en Bolivia existe toda una normativa 
que define a la minería como de “prioridad 
nacional”.

La figura que describimos anteriormente 
de la Licencia Social, en realidad no es una 
figura jurídica o de validez, pues la consul-
ta no es vinculante.  Sin embargo, la fuerza 
de la organización, el respaldo de otras or-
ganizaciones comunales, el intercambio de 
conocimientos y experiencias con comuni-
dades que viven procesos de resistencia, y 
el compromiso de algunos gobernantes con 
el sector campesino, han logrado frenar el 
ingreso de esta minera.  Este caso se cons-
tituye en un ejemplo y una gran esperanza 
para otras comunidades que cada día ven 
amenazadas sus tierras y recursos por la 
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presencia de mineras.

Aprendizajes de la lucha por el 
respeto a los derechos socio-
ambientales

Para las comunidades campesinas, la 
defensa de sus territorios y sus recursos 
pasa necesariamente por la defensa de 
su medio ambiente.  De hecho, existe una 
creciente articulación de las comunidades 
campesinas en torno a diversas demandas 
ambientales.

En este proceso de resistencia se podrían 
destacar dos niveles de información e inter-
cambio de experiencias, como motores y 
promotores de la defensa ambiental.  El pri-
mer nivel es el trabajo en el intercambio de 
información entre comunidades a nivel local 
y nacional; y el segundo nivel, en el inter-
cambio entre comunidades de otros países 
con historias similares, como son los casos 
de Perú y Ecuador.  Este proceso local y re-
gional ha ayudado a fortalecer la resistencia, 
puesto que se parte del reconocimiento de 
que existen muchos pueblos con problemas 
similares que deben unir fuerzas, encontrar 
más aliados y regionalizar la lucha.

A nivel político

Partimos de la reflexión de que el tema 
ambiental y de gestión de recursos es un 
tema político, y que está relacionado no so-

lamente con implementar medidas correcti-
vas, sino con el diseño de políticas de ges-
tión de recursos.  Se trata de sacar la pro-
blemática minera exclusivamente del ámbi-
to minero, y trasladarla al ámbito nacional y 
regional, sumada a la discusión de visiones 
de desarrollo y del futuro de los pueblos.  En 
definitiva, se busca regionalizar la discusión 
a partir de los mismos actores.  Por ejem-
plo, en este momento es necesario influir y 
participar del análisis y discusión de la nue-
va política minera, el uso de los recursos, 
la búsqueda de alternativas a la extracción 
minera, los límites de la minería, etc.

Si no existe una reflexión participativa 
sobre el uso y gestión del “recurso”, no se 
puede pensar en un uso sostenible.  Y esto 
pasa inevitablemente por la discusión del 
tema territorial y de la “propiedad de los re-
cursos”, no sólo en las regiones indígenas, 
sino con organizaciones sindicales e incluso 
urbanas.

Para terminar, quisiera insistir en que 
toda acción en defensa de los derechos 
socio-ambientales es ante todo una acción 
política y colectiva, en la que el grueso de la 
población tiene que vincularse como la úni-
ca manera de trascender el ámbito local.

Elizabeth López es miembro del Centro de 
Ecología y Pueblos Andinos (CEPA), organiza-
ción que durante los últimos doce años trabaja 
con las organizaciones de base en defensa de 

sus derechos socio-ambientales.
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